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PRIMERA SALA UNITARIA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA. 

EXP: 1921/2017
RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: **********..   
AUTORIDAD DEMANDADA:

H. AYUNTAMIENTO CONSTITUCIONAL DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSI Y OTRA AUTORIDAD. 

MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. ROSALINDA CORONADO VILLALOBOS.

San Luis Potosí, San Luis Potosí, doce de julio de dos mil dieciocho.  

V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 1921/2017, y;

R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el siete de noviembre de dos mil diecisiete, el Ciudadano**********., promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por el H. AYUNTAMIENTO CONSTITUCIONAL DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSI Y OTRA AUTORIDAD,  y por los actos que a continuación se precisan:

"...ACTO QUE SE IMPUGNA.- **********."

II.-Substanciado en cada una de sus etapas, el veintisiete de junio de dos mil dieciocho, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio con la asistencia únicamente de los Delegados de las autoridades demandadas, no así de la parte actora ni sus autorizados. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda y contestación respectivas, haciéndose constar que a las partes no se les desechó ninguna prueba. Se realizó la prueba de inspección ocular ofrecida por la parte actora y se hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. En período de alegatos se certificó que no se formularon éstos por ninguna de las partes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo al Magistrado Instructor para su resolución.
C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracción I, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad Municipal perteneciente a esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.-De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

Signa la demanda el compareciente señalado en el Resultando Primero de esta resolución, quien promueve en representación legal de la moral citada en dicho Resultando, por lo que en términos del numeral 219 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dispone que las personas morales serán representadas por quienes tengan el carácter de representantes legales, de acuerdo con sus escrituras constitutivas, o por medio de apoderados con poder bastante para comparecer a juicio en los términos de la legislación aplicable.
En el caso concreto, se acredita el carácter con el que comparece el ciudadano**********, porque obra a fojas 27 a la 34 del expediente en que se actúa, el instrumento**********, que contiene el Poder General para Pleitos y Cobranzas y actos de Administración que otorga la Sociedad Mercantil **********", Sociedad Anónima de Capital Variable, a favor del compareciente, del protocolo del Notario Titular de la Notaría Pública **********de esta Ciudad Capital; situación que es acorde al supuesto que prevé el numeral 219 de la citada Codificación legal.


La parte actora acreditó su interés jurídico, en términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el documento original consistente en el oficio**********, emitido por el Síndico Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; documental que obra a fojas 70 y 71 del expediente en el que se actúa.

De igual forma, la personalidad y legitimidad de la autoridad demandada Síndico Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, conforme a lo establecido por el numeral 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, acreditando el carácter con que compareció, mediante el Periódico Oficial del Estado de fecha 30 de septiembre de 2015, en el que consta la Declaración de Validez de la elección de los 58 cincuenta y ocho Ayuntamientos comprendidos en el Estado de San Luis Potosí, mismos que estarán en el ejercicio del 1° de octubre del año 2015 al 30 de septiembre del año 2016, mismo que obra a fojas 123 a la 137 del presente expediente.

Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 


TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es determinar la legalidad o ilegalidad del Oficio **********emitido por el Síndico Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, en el que se pretende anular el oficio**********, conforme a la documental que obra a fojas 70 y 71 del expediente en el que se actúa; documentales que fueron ofrecidas y exhibidas por la parte actora, en cumplimiento a lo dispuesto en los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

La autoridad compareciente en su escrito de contestación de demanda, vierte diversos argumentos tendientes a acreditar que el acto impugnado se encuentra totalmente apegado a la legalidad, por lo que considera no afecta los derechos fundamentales de la parte actora, por lo que tales cuestiones guardan relación con el estudio de fondo del presente asunto, lo cual será analizado en su oportunidad.

En ese sentido, se tiene que del estudio practicado al sumario, esta Sala Unitaria no advierte que existan causales de improcedencia o sobreseimiento que se deban examinar de oficio. 

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se localizan en fojas de la 2 a la 26 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”

SEXTO.- En primer término, se debe de precisar que el acto impugnado se hace consistir en el**********."
A Juicio de la Magistrada Titular de esta Sala Unitaria, resulta fundado el primer concepto de impugnación vertido por la parte actora en su escrito de demanda, en atención a las siguientes consideraciones legales:
Aduce la promovente en el concepto de anulación en comento, que conforme al  principio de legalidad podemos concluir que todo acto de autoridad debe estar con apego a la Ley, por lo cual las autoridades siempre deben actuar en virtud a sus facultades concedidas por nuestro marco normativo, de igual manera todos y cada uno de sus actos deberán de estar debidamente fundados y motivados.

Continua señalando que conforme al numeral 169 del Código Procesal Administrativo del Estado, la autoridad sólo podrá emitir cancelación o revocación de diversos acuerdos en los cuales se conceda un derecho o beneficio al particular si cuenta con la facultad para ello expresamente conferida en un ordenamiento legal. La autoridad responsable del oficio impugnado jamás señalo precepto alguno que establezca su facultad de anular sus propios actos, simplemente menciona sin congruencia los artículos 164, 165, 167 y 172 del citado Código, que señalan los requisitos y elementos de los actos administrativos, los casos en los cuales el acto administrativo será nulo y por último expresa que en caso de no cumplir con dichos elementos no tendrá validez ni eficacia, la autoridad pretende fundar su acto en tales numerales dejando de lado que no encuadra en tales supuestos, por lo que se evidencia la ausencia de fundamentación y motivación del acto impugnado.

Refiere que el acuerdo que se pretende anular concedió derechos a su representada y conforme al artículo 169 del Código Procesal mencionado se establecen las vías por las cuales conceda derechos o beneficios a los particulares, ya sea mediante juicio de lesividad o por determinación siempre y cuando la ley lo conceda, y en el caso la autoridad carece de atribución, por lo que si la autoridad pretendía privar de tales derechos debió promover su recurso de lesividad y no simplemente dotarse de facultades no conferidas en ningún precepto legal, pues de esta manera contraviene los artículos 14 y 16 Constitucionales, causando incertidumbre a su representada y violentado el principio de seguridad jurídica, al pretender privar de un derecho a su representada sin tener la atribución para hacerlo, por lo cual dicho oficio debe ser declarado nulo.

Ahora bien, a fin de explicar las razones por las que el anterior argumento de anulación de la actora resulta fundado, es menester relatar los antecedentes del acto impugnado, según las constancias que integran el presente sumario.
En principio, previo a la emisión del acto impugnado, el Síndico Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, emitió el oficio**********, dirigido al Representante legal de la moral actora, mediante el cual dicha autoridad municipal requiere para que dentro del término de diez días hábiles contados a partir de la notificación de dicho oficio, lleve a cabo el trámite de escrituración  correspondiente, **********, toda vez que es requisito indispensable para que se formalice la transferencia de área de donación. (Ver foja 50).
En segundo término, con fecha posterior, es decir, el día veinte de septiembre de dos mil diecisiete, mediante oficio**********, dirigido al Representante legal de la moral actora y emitido por el Síndico Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, comunica que procede a emitir la nulidad del acto administrativo consistente en el oficio**********, con base en los numerales 164, 167, 165 y 172 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que dicho documento carece de los elementos y requisitos necesarios para su validez, debido a que el acto jurídico que se pretende llevar a cabo no cuenta con la aprobación del ente facultado para ello, como lo es la Comisión Edilicia Permanente de Alumbrado y Obras Públicas, así como del H. Cabildo del Ayuntamiento de San Luis Potosí, aunado a que lo ordenado en el oficio no se ajusta al ordinal 172 del citado Código Procesal, por lo que no tiene eficacia ni ejecutividad. Reiterando que solicita se deje sin efecto legal alguno, ya que el mismo fue notificado de manera dolosa y de mala fe, sin su consentimiento y autorización, desconociendo el contenido y alcance del oficio en mención. (Ver fojas 70 y 71).
En lo referido por la parte actora en el concepto de impugnación que se estudia, debe decirse primeramente que el acto administrativo es la declaración unilateral de voluntad externa, concreta y ejecutiva, emanada de la administración pública estatal o municipal, en el ejercicio de las facultades que le son conferidas por los ordenamientos jurídicos, y que tiene por objeto crear, transmitir, modificar o extinguir una situación jurídica concreta, cuya finalidad es la satisfacción del interés general. Lo anterior de conformidad con lo dispuesto por el artículo 3°, fracción I de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, legislación que resulta aplicable al caso concreto, en virtud de la fecha de emisión del oficio motivo de nulidad por parte de la autoridad demandada (05 de julio de 2017).

Por otra parte, el numeral 13 de la Legislación invocada, prevé las causas por las cuales se puede extinguir un acto administrativo, señalando en su última fracción que una de esas causas consiste en la revocación por cuestiones supervenientes de oportunidad o interés público, en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables. 
Al respecto, el último párrafo del precepto legal aludido, refiere de manera literal que “Cuando se trate de la revocación de un acto administrativo que haya generado algún derecho o beneficio a un particular, deberá estarse a lo previsto en el artículo 9º de esta Ley.”
Bajo ese contexto del numeral invocado en el párrafo anterior, es preciso remitirnos entonces al artículo 9° de la misma Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, el cual a la letra dice que: 
“Cuando se haya generado algún derecho o beneficio al particular, no se podrá anular de oficio el acto administrativo; y la autoridad competente tendrá que iniciar el procedimiento de lesividad ante el tribunal, salvo en los casos en que los ordenamientos jurídicos aplicables permitan a la autoridad anular oficiosamente dichos actos administrativos, o cuando el interesado se haya conducido con dolo, mala fe o violencia para obtener la resolución favorable de cuya nulidad se trata.”
De los artículos invocados con anterioridad, se colige que el acto administrativo es considerado como una manifestación unilateral y externa de voluntad, que expresa una decisión de una autoridad administrativa competente, en ejercicio de la potestad pública, la cual puede crear, reconocer, modificar, transmitir, declarar o extinguir derechos u obligaciones, es generalmente ejecutiva y se propone satisfacer el interés general. 

En términos del artículo 13 de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, se puede extinguir un acto administrativo cuando se cumpla su objeto, motivo o fin; o por la falta de realización de la condición o término suspensivo dentro del plazo señalado para tal efecto; o por la realización de la condición resolutoria; o por la renuncia del interesado cuando los efectos jurídicos del acto administrativo sean de interés exclusivo de éste, y no se cause perjuicio al interés público; o por la conclusión de su vigencia; o por medio de revocación por cuestiones supervenientes de oportunidad o interés público, en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables. 

Sin embargo, el mismo numeral, en relación con el artículo 9° de ese mismo ordenamiento legal, establecen que, en tratándose de actos administrativos QUE HAYAN GENERADO ALGÚN DERECHO O BENEFICIO A UN PARTICULAR, éstos no podrán ser anulados de oficio, es decir, por la propia autoridad que lo emitió, sino por el contrario, la autoridad competente tendrá que iniciar el procedimiento de Lesividad ante este Tribunal, salvo en los casos en que los ordenamientos jurídicos aplicables permitan a la autoridad anular oficiosamente dichos actos administrativos o cuando el interesado se haya conducido con dolo, mala fe o violencia para obtener la resolución favorable de cuya nulidad se trata.
En ese contexto es preciso destacar que cuando el acto administrativo constituyó derechos o beneficios a favor del particular, existen tres supuestos jurídicos bajo los cuales es posible revocar dicho acto:

1.- El primero será a través del Juicio de Lesividad ante este órgano jurisdiccional, en virtud de que la propia Ley establece que la emisora del acto no lo podrá revocar de oficio si la legislación aplicable al caso no lo permite.

2.- El segundo de los supuestos se refiere a que la autoridad emisora del acto administrativo, puede revocarlo de oficio, siempre y cuando las leyes de la materia así lo prevean.

3.- El último supuesto consiste en que la autoridad que emitió el acto, lo podrá revocar de oficio cuando el interesado se haya conducido con dolo, mala fe o violencia para obtener la resolución favorable de cuya nulidad se trata.

En el presente caso, se advierte de las constancias de autos que el Síndico Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, emitió el oficio**********, dirigido al Representante legal de la moral actora, mediante el cual dicha autoridad municipal requiere para que dentro del término de diez días hábiles contados a partir de la notificación de dicho oficio, lleve a cabo el trámite de escrituración  correspondiente, del predio ubicado en**********, toda vez que es requisito indispensable para que se formalice la transferencia de área de donación; dicha documental obra a fojas 50 del presente expediente y adquiere valor  probatorio pleno en términos del numeral 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Posteriormente, la autoridad emisora, determinó mediante oficio**********, dirigido al Representante legal de la moral actora y emitido por el Síndico Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, comunicar que procede a emitir la nulidad del acto administrativo consistente en el oficio**********, documental que consta a fojas 70 y 71 del sumario en estudio.

La resolución aludida en el párrafo anterior, constituye en esta controversia el acto impugnado, y mediante ella, el Síndico Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, con base en los numerales 164, 167, 165 y 172 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que dicho documento carece de los elementos y requisitos necesarios para su validez, debido a que el acto jurídico que se pretende llevar a cabo no cuenta con la aprobación del ente facultado para ello, como lo es la Comisión Edilicia Permanente de Alumbrado y Obras Públicas, así como del H. Cabildo del Ayuntamiento de San Luis Potosí, aunado a que lo ordenado en el oficio no se ajusta al ordinal 172 del citado Código Procesal, por lo que no tiene eficacia ni ejecutividad. Reiterando que solicita se deje sin efecto legal alguno, "ya que el mismo fue notificado de manera dolosa y de mala fe, sin su consentimiento y autorización, desconociendo el contenido y alcance del oficio en mención; motivo por el cual determina la nulidad del acto administrativo consistente en el oficio **********" (sic).
En las relatadas condiciones, como quedó señalado al inicio del Presente Considerando, es fundado el concepto de impugnación hecho valer por la actora, toda vez que en primer término es menester explicar que la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, Ley de Desarrollo Urbano del Estado, la Ley Orgánica del Municipio Libre de San Luis Potosí y Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí, son los ordenamientos legales aplicables al caso, en virtud de que el acto impugnado en esta controversia, estriba en el procedimiento de legalización del área de donación, derivada de la subdivisión de un predio, y en ese tenor, la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, es aplicable a los actos, procedimientos y resoluciones de las administraciones públicas estatal y municipal, la Ley de Desarrollo Urbano establece las normas que permitan ordenar los asentamientos humanos en el Estado de San Luis Potosí, establecer adecuadas provisiones, usos, reservas y destinos del suelo, a efecto de ejecutar obras públicas, de planear y regular la fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los centros de población, la Ley Orgánica del Municipio Libre determina la estructura, la organización y el funcionamiento del gobierno municipal en el Estado de San Luis Potosí, conforme a lo dispuesto por el artículo 115 y demás relativos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y reglamenta las disposiciones contenidas en la Constitución Política del Estado referentes al Municipio Libre.
Precisado lo anterior, debemos decir que el Síndico Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, al haber emitido el oficio**********, y requerir a la moral actora, para que dentro del plazo conferido llevara a cabo el trámite de escrituración  correspondiente, del predio mencionado, como requisito para formalizar la transferencia del área de donación, generó un beneficio al particular, en relación a que una vez satisfecho el requerimiento formulado se formalizaría la transferencia del área de donación, en términos del citado oficio.
Ahora bien, mediante el oficio aquí impugnado, la emisora del acto, determina la nulidad del oficio**********, argumentando que dicho documento carece de los elementos y requisitos necesarios para su validez, debido a que el acto jurídico que se pretende llevar a cabo no cuenta con la aprobación del ente facultado para ello, como lo es la Comisión Edilicia Permanente de Alumbrado y Obras Públicas, así como del H. Cabildo del Ayuntamiento de San Luis Potosí, aunado a que lo ordenado en el oficio no se ajusta al ordinal 172 del citado Código Procesal, por lo que no tiene eficacia ni ejecutividad. Reiterando que solicita se deje sin efecto legal alguno, ya que el mismo fue notificado de manera dolosa y de mala fe, sin su consentimiento y autorización, desconociendo el contenido y alcance del oficio en mención. Por tanto la emisora del acto deja sin efecto el oficio que ya había emitido en favor de la moral actora mediante una determinación anterior; es decir, el Síndico Municipal Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, nulifica por medio del oficio impugnado, el diverso acto administrativo que pronunció**********.

Se advierte de la resolución combatida, que el Síndico Municipal Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, sustenta su determinación en los artículos 164, 167, 165 y 172 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que disponen lo siguiente:

ARTÍCULO 164. "Son elementos del acto administrativo: 

I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables; 

II. Que su objeto esté previsto por el ordenamiento jurídico aplicable, determinado o determinable y preciso en cuanto a las circunstancias de tiempo y lugar; 

III. Cumplir con la finalidad de interés público, derivado de las normas jurídicas que regulen la materia; 

IV. Constar por escrito, indicando la autoridad de que emana; V. Estar fundado y motivado; 

VI. Ser expedido sin que medie error de hecho o de derecho sobre el objeto, causa o motivo, o fin del acto y su emisión, y

VII. Ser expedido sin que medie dolo o violencia en su emisión." 
ARTÍCULO 165. "Son requisitos del acto administrativo: 
I. Que cumpla con las formalidades del procedimiento; 
II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado; 
III. Que se expida de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas. 
IV. Que en su expedición se señale lugar y fecha de emisión; 
V. Tratándose de actos administrativos que deban notificarse deberá hacerse mención de la oficina en que se encuentra y pueda ser consultado el expediente respectivo, y 
VI. Tratándose de actos administrativos recurribles, deberá mencionarse el recurso que proceda y el término con que se cuenta para interponerlo, así como la autoridad ante la cual puede ser presentado. 
Cuando en el acto administrativo se omita señalar el término y recurso mencionados en el párrafo anterior, el impugnante contará con el doble del plazo que establecen las disposiciones legales para interponer el recurso correspondiente."
ARTÍCULO 167. "La omisión o irregularidad de cualquiera de los elementos establecidos en el artículo 164 del presente Código, producirá la nulidad del acto administrativo, la cual será declarada, de oficio o a petición de parte, por el superior jerárquico de la autoridad que lo haya emitido, salvo que el acto provenga del titular de una dependencia, en cuyo caso la nulidad será declarada por él mismo. 

El acto administrativo que se declare jurídicamente nulo será inválido; no se presumirá legítimo ni ejecutable, ni podrá subsanarse, sin perjuicio de que pueda expedirse otro acto. Los particulares no tendrán obligación de cumplirlo y los servidores públicos deberán hacer constar su oposición a ejecutar el acto, fundando y motivando tal negativa. La declaración de nulidad producirá efectos retroactivos. 

En caso de que el acto se hubiera consumado, o bien, sea imposible de hecho o de derecho retrotraer sus efectos, sólo dará lugar a la responsabilidad del servidor público que lo hubiere emitido u ordenado."
ARTÍCULO 172. "Si el acto administrativo requiere aprobación de dependencias o entidades distintas de las que lo emita, de conformidad con las disposiciones legales aplicables, no tendrá eficacia ni ejecutividad sino hasta en tanto aquélla se produzca."
Tales disposiciones legales prevén los elementos y requisitos del acto administrativo, así como que la omisión o irregularidad en los requisitos señalados en el artículo 178 de dicho Código, producirá anulabilidad del acto administrativo, señalando en concreto el numeral 167 del mencionado Código que la omisión o irregularidad de cualquiera de los elementos establecidos en el artículo 164 del citado Código, producirá la nulidad del acto administrativo, la cual será declarada, de oficio o a petición de parte, por el superior jerárquico de la autoridad que lo haya emitido, salvo que el acto provenga del titular de una dependencia, en cuyo caso la nulidad será declarada por él mismo. El acto administrativo que se declare jurídicamente nulo será inválido; no se presumirá legítimo ni ejecutable, ni podrá subsanarse, sin perjuicio de que pueda expedirse otro acto. Los particulares no tendrán obligación de cumplirlo y los servidores públicos deberán hacer constar su oposición a ejecutar el acto, fundando y motivando tal negativa. La declaración de nulidad producirá efectos retroactivos.

 (Énfasis nuestro)

Para mayor abundamiento hay que aclarar que los requisitos a que se alude en el numeral 164 de la Codificación en cita, son los relativos al acto administrativo. De tal suerte que de una correcta interpretación de los artículos invocados, es decir, del 164 y 167, es posible concluir que la omisión o irregularidad en la expedición por autoridad competente en términos de las disposiciones jurídicas aplicables, el objeto previsto en el ordenamiento jurídico aplicable, la finalidad del interés público derivado de las normas jurídicas que regulen la materia; en la fundamentación y motivación del acto administrativo; en la expedición del acto sin mediar error de hecho o de derecho sobre el objeto, causa o motivo, o fin del acto y su emisión, y sin que medie dolo o violencia en su emisión; entre otros, produce la nulidad del acto administrativo, la cual será declarada, de oficio o a petición de parte, por el superior jerárquico de la autoridad que lo haya emitido, salvo que el acto provenga del titular de una dependencia, en cuyo caso la nulidad será declarada por él mismo, sin perjuicio de que pueda expedirse otro acto.
Ahora, si bien es cierto que el Síndico Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, argumentó que el oficio respecto del cual determina la nulidad, carecía de los elementos y requisitos necesarios para su validez, ello al no contar con la aprobación del ente facultado para ello, así como del H. Cabildo del Ayuntamiento de San Luis Potosí, y que dicho documento fue notificado de manera dolosa y de mala fe, sin su consentimiento y autorización, desconociendo su contenido y alcance, no menos cierto es que, en razón de que con el requerimiento formulado para que dentro del plazo legal concedido, se llevara a cabo el trámite de escrituración correspondiente, del predio que se señala en el mismo, requisito indispensable para la formalización de la transferencia de área de donación, se generó un beneficio al particular, con independencia de que se trate de un requerimiento sujeto a cumplimiento, toda vez que en el caso de darse este, se formalizaría la transferencia de área de donación que refiere la autoridad emisora, lo cual como quedo señalado le genera un beneficio al particular.

Por tanto, la autoridad debía atender lo procedente a efecto de revocar un acto administrativo, máxime si constituyó beneficios a favor del particular, o revocarlo de oficio siempre y cuando las leyes de la materia así lo establezcan, o bien revocarlo de oficio cuando el interesado se hubiese conducido con dolo o mala fe o violencia para obtener la resolución favorable de cuya nulidad se trata.
Lo anterior, en términos de lo previsto en los artículos 9° y 13 de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí. 
Al respecto es de decirse que la primera de las hipótesis, consiste en el Juicio de Lesividad que en su caso promueva la autoridad municipal en contra de la resolución que ella misma pronunció, y la segunda hipótesis determina que la autoridad que emita el acto administrativo, podrá revocarlo de oficio si la Ley de la materia así lo permite, por lo que para que opere éste, y sea posible revocar el acto administrativo por la propia autoridad que lo emitió, es necesario que se demuestre que el gobernado actuó con dolo, mala fe o violencia para obtener una determinación favorable.

Entonces, por los razonamientos expuestos en supralíneas, debe declararse fundado el primer argumento vertido por el demandante, toda vez que el oficio**********, dirigido al Representante legal de la moral actora y emitido en su perjuicio, se realizó sin tomar en consideración que a través de un oficio anterior, se constituyó un beneficio a favor del particular, y que para revocar el mismo, la autoridad municipal necesariamente debió ajustar su actuar a los artículos 9° y 13 de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí. 

Además, sirven de apoyo a lo anterior, los siguientes criterios y Tesis jurisprudenciales:
Época: Novena Época 

Registro: 205099 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo I, Junio de 1995 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: VIII.2o.5 A 

Página: 532 

RESOLUCIONES FISCALES. REVOCACION DE, REQUISITOS DE PROCEDENCIA DE LA. Conforme a su naturaleza jurídica, el acto administrativo es considerado como una manifestación unilateral y externa de voluntad, que expresa una decisión de una autoridad administrativa competente, en ejercicio de la potestad pública, la cual puede crear, reconocer, modificar, transmitir, declarar o extinguir derechos u obligaciones, es generalmente ejecutiva y se propone satisfacer el interés general. El acto administrativo puede extinguirse por diferentes medios, el normal es su cumplimiento voluntario, pero puede también extinguirse por medios que no culminan con su cumplimiento, sino que lo modifican, impiden su realización o lo hacen ineficaz, estos medios son: la revocación administrativa, rescisión, prescripción, caducidad, término y condición, renuncia de derechos, irregularidades e ineficacia del acto administrativo, y extinción por decisión dictadas en recursos administrativos o en procesos ante Tribunales administrativos y federales en materia de amparo. Tratándose de la revocación administrativa, viene a ser el retiro unilateral de un acto válido y eficaz por un motivo superveniente, mediante un nuevo acto de esa naturaleza, haciéndose hincapié en que el acto administrativo no tiene atribuida la autoridad de cosa juzgada, tal como ocurre con la sentencia judicial, ya que la actividad de la administración no tiene por finalidad la de precisar la certidumbre jurídica, ésta es misión de la sentencia judicial, y su fin es alcanzar un resultado material útil para el Estado en los límites del derecho; luego, es revocable; sin embargo, una vez que el acto se ha emitido y ha producido efectos, su autor ya no puede disponer en forma ilimitada, por una exigencia superior de la vida social, la seguridad de las resoluciones jurídicas y, por consecuencia, la estabilidad de los actos que la engendran, por ende la revocación tiene un límite, y es por tanto inadmisible cuando el acto original ha engendrado derechos adquiridos o derechos patrimoniales. La naturaleza revocable del acto administrativo está contendida en el código fiscal federal, en los artículos 203, fracción IV, y 215 último párrafo, del código mencionado, en donde se prevé que la autoridad demandada, hasta antes del cierre de la instrucción puede revocar la resolución impugnada produciendo entonces como consecuencia jurídica el sobreseimiento en el juicio. Como una variante a la anterior regla el artículo 36 del mismo ordenamiento legal prevé que las resoluciones administrativas de carácter individual favorables a un particular sólo podrán modificarse por el Tribunal Fiscal de la Federación mediante un juicio iniciado por las autoridades fiscales, de lo que se sigue que fuera del caso citado no cabe ni aun por analogía incluir como caso similar al mismo, las resoluciones que no son favorables al gobernado. El presente criterio interrumpe la tesis jurisprudencial sustentada por este Tribunal Colegiado, publicada en la página 76 de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 57, septiembre de 1992, Octava Epoca, de rubro: "REVOCACION DE LAS RESOLUCIONES FISCALES LESIVAS AL PARTICULAR. REQUISITOS DE LA", en la que en síntesis llegó a sostenerse que las autoridades administrativas no pueden revocar sus resoluciones lesivas a un particular, sino sólo a través de la modificación de la resolución por parte del Tribunal Fiscal de la Federación en forma similar a como lo prevé el artículo 36, del Código Fiscal de la Federación, tratándose de resoluciones administrativas de carácter individual favorables al particular; pues además de que ello resulta contrario a la naturaleza jurídica del acto administrativo, lleva como consecuencia considerar infundadamente inaplicables los artículos 203, fracción IV y 215, último párrafo del código mencionado, en cuanto el primero faculta a la autoridad demandada a revocar la resolución impugnada hasta antes del cierre de instrucción, y el segundo establece una causal de sobreseimiento como consecuencia de la revocación del acto administrativo.

Época: Décima Época 

Registro: 2003461 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 3 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: II.3o.A.38 A (10a.) 

Página: 1697 

ACTOS ADMINISTRATIVOS FAVORABLES A LOS PARTICULARES. SI EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO LOS EXHIBE EL ACTOR, EL TRIBUNAL DE LA MATERIA NO PUEDE DESCONOCER SU EFICACIA Y VALOR PROBATORIO PLENO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO). De la interpretación de los artículos 1.10 del Código Administrativo y 229, fracción VIII, del Código de Procedimientos Administrativos, ambos del Estado de México, en relación con la jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: "ACTOS ADMINISTRATIVOS, ORDEN Y REVOCACIÓN DE. GARANTÍAS DE AUDIENCIA, FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN." (consultable con el número 3 en la página 6 del Tomo III, Parte SCJN, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995), se colige que todo acto administrativo se presume legal mientras no se declare su invalidez y, tratándose de los que beneficien a los particulares, serán exigibles desde la fecha de su emisión, a menos que se declare su nulidad en el juicio de lesividad promovido por las propias autoridades fiscales estatales, municipales u organismos auxiliares, según el caso. Esto implica que las autoridades no pueden, a su arbitrio, revocarlos sin ejercer previamente las acciones necesarias en la vía de lesividad especialmente prevista para anularlos siempre que sean contrarios a los intereses públicos, en obvio que algo así implicaría una privación de derechos sin previo juicio. Por tanto, si en el juicio contencioso administrativo, el actor exhibe este tipo de actos, el tribunal de la materia no puede desconocer su eficacia y valor probatorio pleno, por tratarse de documentos públicos, conforme al artículo 57 del referido Código de Procedimientos Administrativos.

Así las cosas, a juicio de la Magistrada Titular de esta Sala Unitaria, con fundamento en el artículo 50 fracciones III y IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la Ilegalidad e Invalidez, y por consecuencia la NULIDAD TOTAL del oficio**********, dirigido al Representante legal de la moral actora y emitido por el Síndico Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí,  el cual obra a fojas 70 y 71 del presente sumario; procediendo a dejarlo sin efecto legal alguno, conforme a lo dispuesto en el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, pues se ha justificado que el mismo fue emitido en contravención a lo dispuesto por los artículos 9° y 13 de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, y por lo tanto, se encuentra viciado de ilegalidad al vulnerar los principios de legalidad y seguridad jurídica, tutelados por el artículo 16 de nuestra Carta Magna.
Por lo anterior, se deja firme el diverso oficio**********, dirigido al Representante legal de la moral actora, pronunciado por el Síndico Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, por medio del cual la autoridad municipal requiere para que dentro del término de diez días hábiles contados a partir de la notificación de dicho oficio, lleve a cabo el trámite de escrituración  correspondiente, del predio ubicado en **********, toda vez que es requisito indispensable para que se formalice la transferencia de área de donación. 
Se dejan a salvo las facultades de la autoridad emisora del acto para que proceda con plenitud de jurisdicción.
En virtud de lo anterior, resulta innecesario el estudio de los conceptos de anulación restantes manifestados por la parte actora. Sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado  del Segundo Circuito, Octava Época, del Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página: 466, que a la letra dice:
“CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.  Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías.”
Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracción I y 9º fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 248, 250 fracciones III y IV, 251 primer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se,

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resulto competente para resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se decreta la Ilegalidad e Invalidez del acto impugnado consistente en el oficio**********, dirigido al Representante legal de la moral actora y emitido por el Síndico Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí,  y firme el diverso oficio**********, dirigido al Representante legal de la moral actora, pronunciado por la citada autoridad, de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando sexto de esta resolución. 
TERCERO.- Con copia debidamente certificada de la presente resolución, notifíquese personalmente al actor y por oficio a la demandada.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado LIC. ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE. .-(rúbricas)

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo con lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.

